
  
    [image: Cubierta]
  


  Matías Ponce - Omar Rincón


  Medios de lucha


  
    [image: B de Books]
  


  


  


  SÍGUENOS EN
 [image: Megustaleer]


  


  [image: Facebook] @Ebooks
 
 [image: Twitter] @megustaleeruy 
 
 [image: Instagram] @megustaleer 


  [image: Penguin Random House]


  Prólogo


  Omar Rincón


  ¡El relato lo es todo… en la comunicación de gobierno! Pero no basta un relato si no hay una performance que lo acompañe. Y esta performance depende del escenario (la sociedad en la que actúa), el actor (el gobernante) y la experiencia que produzca (el relato se hace permanentemente en pequeñas historias). Y, también, del papel de los medios y las redes digitales, que pueden funcionar como cheerleaders o actores destituyentes.


  Obama actualizó el american dream y dijo que el cambio era posible; las cosas le iban mal en el entretiempo, pero se mantuvo fiel a su relato y lo actuaba permanentemente; y termina como pop star. Mujica demostró con sus performances que desde los modos de abajo se puede gobernar con la sabiduría del pueblo y continúa siendo una celebrity de la política mundial. Francisco contó a un Jesús joven, pobre y alegre, y va siendo el ideólogo mundial del nuevo progresismo.


  Mientras tanto, Santos en Colombia, teniendo un relato fuerte como promesa (la paz), comunica según le dé la gana a cada ministro y según quién le hable al oído. Peña Nieto prometió una nueva telenovela (tradicional pero con nuevo casting) y otras maneras para un nuevo México, y comunica y actúa el viejo y cínico PRI. Macri propone la revolución de la alegría y termina en la regresión de la tristeza y del cinismo de los ricos. Bachelet contó otro Chile, ese que no se había podido hacer, y terminó en uno viejo y, además, corrupto. Dilma dilapidó la historia de Lula al no saber encarnar al pueblo.


  El relato del gobierno parte, por lo menos, de dos inspiraciones: el escenario social y sus modos de sentir, percibir y significar la realidad, la política y el gobernante. Este principio de contexto asigna la realidad sentida y el tono a la comunicación de gobierno. Lo central está en los atributos del gobernante que son percibidos por los ciudadanos y los medios que determinan el principio de verosimilitud del relato. El principio de esperanza que indica que las promesas deben ser posibles y creíbles para la sociedad (el deseo público) es el motor de la comunicación política. Una vez se tenga esta sintonía entre esperanzas de la gente, contexto social y personaje, hay que diseñar un relato verosímil (un mensaje que la sociedad quiera creer), en el tono que la sociedad sienta (autoridad, buena onda, alegría, melodrama, etc.) y simple (una sola idea con posibilidad de muchas historias). Este relato debe ser emocional y fácilmente comprensible, además de tener muchas posibilidades de performance. Es la falta de coherencia entre relato, contexto social y personaje lo que afecta la gobernabilidad de Santos, Maduro y Dilma.


  El relato será potente solo si el pueblo, la sociedad y los medios encuentran reconocimiento en él. Así, por ejemplo, fueron los relatos los que mantuvieron en alto rating a Uribe en Colombia (la felicidad está en acabar con las FARC, la gente estaba harta de esta guerrilla y él era el primer soldado); a Chávez (la riqueza del petróleo es para todos, la gente estaba aburrida con la vieja política y él era el pueblo en acción); y a Lula (hay un nuevo Brasil posible, el pueblo se sentía parte de la conquista y él era ese sabio de la tribu que guiaba), etc. Por eso, es esa falta de coherencia entre relato, contexto social y personaje lo que afecta la gobernabilidad de Santos (relato potente de paz, pero un personaje ambiguo, una comunicación ambivalente y un contexto político adverso); Maduro (un relato débil porque solo se aferra al legado de Chávez, un contexto social hostil al que no interpela y un personaje sin verosimilitud y ni siquiera juego político); y Dilma (un relato inspirado en Lula pero con políticas de derecha, un contexto de bronca por la corrupción y un personaje pusilánime para tomar decisiones).


  Los medios de comunicación no ganan elecciones, pero determinan gobernabilidad. Y ahí aparece la estrategia. Pero tampoco basta con tener una performance auténtica y verosímil en relato, personaje, actuaciones y conexión con la sociedad si los medios y las redes se declaran en oposición. Y no basta porque ahora los medios son actores políticos que militan en una sociedad de modelo liberal, mercados financieros y defensa del statu quo. Por eso, sin medios no hay gobernabilidad, o si no miren a Brasil, Argentina, Colombia, México y Perú. No basta el relato para comunicar bien, pero sin relato es imposible gobernar.


  Introducción


  «La verdadera comunicación no comienza hablando, sino escuchando. La principal condición de un buen comunicador es saber escuchar» (Mario Kaplun, 1998)


  Retomando el impulso que dio a los autores de esta publicación la primera versión que hicimos en el año 2013 sobre el estado de la cuestión de la comunicación de gobierno en América Latina, tres años más tarde la Red de Estudios de Comunicación de Gobierno en América Latina revisa nuevamente la región.


  Varios hechos, actores, personajes y escenas políticas han cambiado desde la primera revisión, que buscaba reconstruir el período 2005-2011 como parte de la primera ola de comunicación de gobiernos progresistas en la región. Hoy, con una mirada más en el corto plazo, la presente publicación busca reconstruir las estrategias de comunicación política de los gobiernos en el período 2010-2015.


  En esta etapa los gobiernos progresistas transitaron una segunda fase de permanencia en el poder en la mayoría de América Latina, mientras que en los casos de Colombia y Chile la nueva derecha se asentó en los gobiernos de Santos y Piñera en primer lugar, y luego en la Argentina de Macri en segundo orden.


  No obstante, la permanencia de la izquierda durante este período fue la antesala de su repliegue en el poder con hitos clave como la retirada de los Kirchner en Argentina, la salida de Ollanta Humala del poder en Perú, la crisis de transición entre Chávez y Maduro, así como la abrupta salida de Dilma Roussef del poder o la no renovación de la derecha chilena en el gobierno, con la derrota ante Michelle Bachelet. En este mismo sentido, es necesario destacar que algunos gobiernos permanecieron estables durante este período, tales como Bolivia y Uruguay, aunque en su relativa estabilidad se esconden algunas tensiones que podrían generar cambios de tendencia en el color político en el poder.


  Resumida así la realidad de América Latina, la presente publicación retoma la elaboración de una mirada científica con una metodología de análisis común y de carácter comparado sobre la comunicación de los gobiernos de América Latina.


  Recorridos unos años desde nuestra primera publicación, la Red de Estudios de Comunicación de Gobierno refuerza el objetivo de estudiar de manera crítica los procesos de comunicación de los gobiernos como un aporte fundamental al avance de la comunicación como disciplina en la región.


  Especialmente, entendemos que una mejor comunicación de gobierno se traducirá en mejores espacios de diálogo entre el sistema político y la sociedad civil, mejorando el desempeño del gobierno y, por ende, mejorando la calidad de vida de los latinoamericanos.


  ¿Qué es la comunicación de gobierno? 


  ¿Por qué los medios jerarquizan unos temas sobre otros? Esta pregunta ha sido protagonista de la literatura en comunicación política, en especial con el planteo de la teoría de Agenda Setting planteada por Weaver (Weaver, 1977; Weaver, McCombs & Spellman, 1975). Frente a la misma pregunta surge la interrogante respecto a ¿por qué se le da tratamiento a un tema de determinada manera en los medios de comunicación masivos?, ¿cuáles son los efectos que el tratamiento de ese tema genera sobre los públicos? y ¿cuáles son las condiciones que se generan en la sala de noticias para que un hecho sea cubierto de determinada manera?


  La comunicación política, mediante el estudio de algunas variables como el framing (encuadre de las noticias), se ha encargado de dar respuesta a esta y otras preguntas vinculadas a cómo se define la realidad colectiva en la que nos movemos.


  Hay una idea básica y es que los medios de comunicación transmiten y redefinen el discurso social, a la vez que influyen en la perspectiva desde la cual los medios presentan y definen los temas del debate público. El medio de comunicación vendría a ser comprendido como un foro público desde donde se producen los intercambios de significado sobre un asunto en particular.


  En este sentido, en la comunicación política pueden instalarse ganadores y perdedores del proceso de encuadre de la realidad. Castells va a definir a esta situación como «el espacio social donde el poder es definido, y donde el contenido de las noticias será ese espacio» (Castells, 2007:238). Ese es, en definitiva, el poder de los medios de comunicación. Y, frente a esto, ¿qué pueden hacer los gobiernos?


  El relacionamiento entre medios de comunicación y gobierno es un tema constitutivo de lo que entendemos por comunicación política. El espacio de la comunicación será para nosotros aquel en que «se intercambian los discursos contradictorios de los tres actores que tienen legitimidad para expresarse públicamente sobre política: los políticos, los periodistas y la opinión pública a través de los sondeos» (Wolton, 1995). Pero, dicho esto, debe considerarse que la comunicación no ha absorbido a la política como lo afirma la teoría de la comunicación, pues es más bien la política la que en la actualidad se representa con un estilo comunicacional (Wolton, 1995; Riorda, 2013).


  ¿Quién incide sobre quién? ¿Cómo es que se construye, en definitiva, la relación entre medios de comunicación y actores políticos? Esta interrogante tiene varias respuestas, tantas como lo que indica la tradición de los mass media studies. Sin embargo, a la hora de analizar a los gobiernos en particular, la definición puede ser de carácter más restrictivo, tomando en cuenta a la comunicación de gobierno como aquel espacio de intercambio de información y mensajes acerca de las políticas, ideas y decisiones públicas entre gobernantes y gobernados (Canel y Sanders, 2012:85).


  Puddington (2009) señala que los gobiernos necesariamente implican el principio de que exista publicidad de información en dos sentidos: por un lado, el gobierno se constituye en función de lo que la gente prefirió y, por otro lado, la ciudadanía se verá afectada por las acciones del gobierno. Entonces, tanto el gobierno requiere escuchar a la ciudadanía, como la ciudadanía requiere enterarse de qué hay en juego en las decisiones del gobierno.


  Graber (2003) señala que las transacciones en el sector público están más sujetas a sanciones y controles del escrutinio público que en el sector privado. Resumiendo el campo de acción de la comunicación política, el autor entiende que «los públicos y los medios de comunicación requieren de altos niveles de transparencia y rendición de cuentas» (Graber, 2003:6).


  No obstante, podemos estar de acuerdo con esta definición. Tal como señalan Canel y Sanders (2013), este tipo de definiciones está muy vinculado a una visión liberal de democracia, y ello puede delimitar la mirada a un tipo de comunicación de gobierno.


  Alineado a este enfoque, Herman y Chomsky (1998) patentaron el concepto de «campaña permanente» para hacer mención a la relación permanente y estructural que en definitiva tienen los medios de comunicación y los actores políticos en el poder pasada la campaña electoral, pues, querrán incidir sobre la construcción de consensos públicos favorables. Más tarde, Blumler y Kavanagh (1999) y Ornstein y Mann (2000) avanzaron sobre estudios de campañas de difusión en medios que ya no buscan ganar, sino sostener a los gobiernos en el poder.


  Nye (2004) reconoció que la diplomacia pública puede ser entendida como la difusión de acciones tomadas por el gobierno con el objeto de que incidan favorablemente en la imagen de la opinión pública. ¿Quiénes inciden en la construcción de esa imagen favorable? Los medios de comunicación. Canel y Sanders (2012) señalan que el área más significante de investigación en comunicación política es el nexo entre medios y gobierno. Sin embargo, aclaran, esa relación no es sencilla, en el sentido de que las lógicas de búsqueda son distintas. Por un lado, los actores políticos buscarán un mayor control sobre la información resultante, mientras que los periodistas y medios buscarán novelas y revelaciones de interés para los titulares.


  Esta compleja y simbiótica relación plantea, en palabras de Cook (2005), que las noticias de los medios hoy no son solamente parte de la política, sino que esencialmente son parte del gobierno.


  El recorrido que realizaremos en este libro está vinculado a la disyuntiva que atraviesan los gobiernos a la hora de comunicar:


  
    	Los medios de comunicación y el gobierno disputan la creación de la realidad de la agenda pública mediante intercambios permanentes de recursos de información.


    	El gobierno tiene el poder de regular el ejercicio de los medios de comunicación y, por ende, fijar reglas del juego que favorezcan o no su accionar, en función de su visión ideológica.


    	Los medios de comunicación tienen la capacidad de convertir su relato en oposición al accionar de gobierno, pasando de ser un relator a un actor político más en la disputa por el poder.

  


  


  A la hora de analizar cada uno de los casos visualizaremos cuatro dimensiones:


  
    	Primero, es necesario conocer el contexto de comunicación política del gobierno a analizar: qué factores económicos, sociales y políticos atraviesan al caso específico.


    	En segundo lugar, es necesario reconocer el relato construido, la identidad política y la imagen objetivo proyectada, de manera de visualizar qué es lo que espera el gobierno que digan de él los medios de comunicación.


    	En tercer lugar, hay que ver la estrategia, es decir, los mensajes, acciones y medios desplegados para posicionar una imagen de gobierno ante la opinión pública nacional e internacional.


    	Y, por último, es necesario evaluar cuál es el resultado de esa estrategia en el relacionamiento entre el gobierno y los medios masivos de comunicación.

  




  ¿Cuál es nuestro punto de partida? 


  En nuestra publicación anterior (Ponce & Rincón, 2013) pudimos ver un sustancial avance en materia de profesionalización de las estrategias de comunicación de gobierno en América Latina. Hay un diferencial en la utilización de recursos profesionales de comunicación, ya sea por la penetración de las redes sociales, como por lo que definimos como una preocupación constante y sistemática del uso de redes sociales en las estrategias de comunicación política y de gobierno. Pero, además, nuestro punto de llegada para el año 2013 (y punto de partida para esta publicación) eran un conjunto de gobiernos que en su mayoría coronaban siete u ocho años en el poder con altos niveles de popularidad.


  Hoy la realidad claramente es otra. Buscaremos, en el seno de las estrategias de comunicación de gobierno, explicar qué fue lo que cambió en este período para entender los cambios que se han ido produciendo respecto a los gobiernos en la región y lo que podría avecinarse en el futuro.


  ARGENTINA
 Relaciones públicas presidenciales


  Belén Amadeo1


  Raquel Tarullo2


  Adriana Amado3


  Hacia fines del siglo pasado muchos académicos utilizaban el concepto de «videopolítica» para definir el estilo de comunicación por el cual un gobierno traducía cada acto de gestión en un mensaje mediático, atento a las encuestas de opinión. Muchos destacaban que la mediatización de las políticas convertía la discusión racional en relatos emotivos y advertían que, si la comunicación reemplazaba a las instituciones políticas, se corría el riesgo de volverse una «república orientada hacia los medios» (Mazzoleni, 2004). En la última década, América Latina mostró varios ejemplos de presidentes orientados a los medios que reemplazaron la gestión burocrática y gris por espectáculos populares, intervenciones televisivas, programas de radio propios en los que el presidente se convierte en comentarista de la realidad nacional. Los presidentes se convirtieron en celebridades mediáticas, y su desempeño en los medios es discutido con mayor intensidad incluso que sus decisiones políticas.


  A pesar de la transformación que las tecnologías de la información supusieron para el sistema de medios, el modelo de comunicación presidencial en América Latina todavía se basa en los medios masivos tradicionales. Hace ya varios años que se prefiere la difusión amplia antes que la profundidad en el tratamiento de los temas, de modo que los presidentes mediáticos tienden a presentar sus decisiones en frases de alto impacto que pueden ser fácilmente difundidas en los programas de radio de la mañana. Exhiben la información pública con formato mediático, prefiriendo los titulares y los eslóganes por sobre información sólida y detalles adecuados. Cristina Fernández se asemeja en su estilo a Hugo Chávez y Rafael Correa, en tanto son líderes carismáticos que se conectaron emocionalmente con las masas y pudieron difundir sus sentimientos para legitimar su gestión.


  En los años que van de 2012 a 2015 el gobierno de Fernández dedicó cerca de un millón de dólares diarios a publicidad, prensa y demás herramientas de relaciones públicas, apoyadas en un complejo sistema de medios propios y de terceros puestos al servicio de la propaganda presidencial. Esta incluía, como espectáculo principal, un programa presidencial de novedades que periódicamente interrumpía las transmisiones de televisión y radio (que se transmitía por la llamada «cadena nacional») y casi una docena de canales de noticias presidenciales. A ello sumaba un blog personal, que mantuvo luego de su mandato, como las cuentas en Facebook, Twitter, Pinterest e Instagram, que también continuaron en su uso personal, como la que era la cuenta oficial de la Casa Rosada, de la que no pudo disponer el gobierno sucesor. Durante el gobierno de Fernández, el poder ejecutivo pasó a ser el principal actor mediático, anunciante y productor audiovisual. Se convirtió también en operador de la mayoría de las licencias de difusión, en sponsor exclusivo de partidos de fútbol locales y en uno de los más relevantes organizadores de recitales de música en el país. La inversión en eventos mediáticos excede, por mucho, los beneficios que obtiene la principal empresa multimediática del país.


  A medida que la propaganda aumentaba, el intercambio abierto con la prensa decrecía. En 2003 las conferencias de prensa presidenciales dejaron de celebrarse, y desde ese momento en adelante la presidente Fernández evitó mantener entrevistas y contactos con periodistas, a excepción de unos pocos elegidos para hacer los reportes gubernamentales. El vocero oficial no hablaba en nombre del gobierno, y ocasionalmente lo hacía algún ministro con algún mensaje concreto. Los periodistas se limitaban a reproducir los comunicados oficiales de prensa y a discutir posteos que la presidente hacía en Facebook o en Twitter, sin tener la oportunidad de preguntar datos particulares o de pedir información adicional. En simultáneo con estas políticas, el acceso a la información pública se vio reducido. Las estadísticas oficiales no estaban accesibles durante estos años y muchas de ellas no eran confiables porque la institución pública que producía datos sociales y económicos fue intervenida para moderar los resultados adversos.


  Puede decirse que cada acto de gestión gubernamental fue preparado para ser mediatizado. Para captar la atención de los ciudadanos, el gobierno argentino buscó conectar con sus audiencias a través del espectáculo. La propaganda pudo existir gracias al aumento en las inversiones publicitarias, pero los estudios de audiencias televisivas confirmaban los bajos niveles de rating de los canales oficiales en ese período, del mismo modo que las cuentas oficiales en redes sociales mostraban baja interacción con los ciudadanos (Amadeo, Amado y Tarullo, 2014: 161).


  Kit de comunicación presidencial


  Los últimos años del gobierno de Fernández tuvieron lugar entre 2012 y 2015, por lo que estos años sirven de síntesis del sistema de comunicación construido durante los tres períodos que gobernaron Néstor Kirchner (2003-2006) y su esposa Cristina Fernández (2007-2011, reelecta hasta diciembre de 2015). Estos presidentes comunicaron usando un amplio espectro de técnicas integradas tanto por herramientas de relaciones públicas como de propaganda:


  a. Publicidad y propaganda, con narrativas audiovisuales intensas y de alta calidad pensadas para los medios de comunicación tradicionales


  El importante aparato burocrático que llevó adelante esta comunicación del gobierno en el período que nos ocupa dio lugar a una partida presupuestaria sin precedentes en la historia reciente, destinada a la Secretaría de Comunicación Pública. Si a ella se suman los presupuestos de las partidas dependientes del Poder Ejecutivo (prensa y difusión de actos de gobierno, Secretaría de Cultura, Fútbol para todos y Bicentenario), se observa que pasaron de U$S 19 millones a más de U$S 400 millones anuales en gastos de comunicación en una década (Amadeo, Amado y Tarullo, 2014: 105). Para tener una dimensión de lo que significaba esta suma, debe entenderse que era inferior a la destinada al plan de reactivación económica anunciado en agosto de 2014.


  El crecimiento de las partidas destinadas a la contratación de personal para comunicación puede dar una idea de cómo se potenciaron esas nuevas áreas, cuyos presupuestos pasaron de U$S 131.000 para 2004 a casi U$S 11 millones en 2014 (Amadeo, Amado y Tarullo, 2014: 111). El crecimiento de los presupuestos de comunicación se aceleró en la segunda presidencia de Cristina Fernández, luego de su reelección con el 54% de los votos. Ese año de 2011, por decreto firmado el mismo día de la asunción, la unidad dedicada a la prensa y la difusión se convirtió en la Secretaría de Comunicación Pública. Este relanzamiento significó un incremento de recursos y personal asignados a la tarea de comunicación, que pasó de las nueve direcciones del esquema anterior a un organigrama con tres subsecretarías, siete direcciones generales, veintiuna direcciones, doce coordinaciones y una delegación legal.


  La opacidad en los presupuestos y la falta de rendición de cuentas hacían imposible evaluar en detalle la asignación de fondos a las acciones de comunicación o sus resultados. Si bien algunas páginas institucionales enumeraban acciones (programas, horas de video producidas, espectáculos organizados, antenas o conexiones habilitadas), no era posible encontrar nada de evaluación de cumplimiento de objetivos. En las exposiciones, recitales, programas de televisión y películas de los más diversos organismos, solía exhibirse el nombre de Presidencia de la Nación como auspiciante a través de logos, menciones o inserción de avisos publicitarios. Aunque no podemos afirmar que todo el presupuesto de los programas haya sido asignado a comunicación, sí es posible sostener que las actividades culturales y deportivas de todos los ministerios estaban al servicio de la promoción del Poder Ejecutivo.


  b. Marca país y marca gobierno


  El gobierno nacional desarrolló un complejo sistema de identidad visual en el cual cada oficina pública tenía un logotipo único que lo identificaba, en ocasiones tenían logotipos diseñados para cada programa o política específica. Papelería oficial, señalética, arquitectura, vestuario y carteleras publicitarias respetaban los aspectos gráficos y cromáticos del logo. Las identidades visuales seguían la lógica del marketing de productos y servicios, y eran periódicamente renovadas, particularmente cuando lanzaban nuevas políticas públicas. La misma marca país fue reformulada no menos de cuatro veces en menos de seis años (Amado, Amadeo y Tarullo, 2014:123), reemplazando en muy poco tiempo el logotipo que había sido elegido por concurso público.


  Este proceso de branding también incluía nombres de leyes, decretos y resoluciones, utilizando palabras que sonaban amigables, como democracia, o frases que rememoraban cuán inclusivas o beneficiosas eran las leyes en cuestión: «Plan para democratizar la justicia», «Ley de democratización de la representación política, transparencia y equidad electoral», «Asignación universal por hijo», «Rentas para todos», «Carne para todos», «Pescado para todos», «Argentina trabaja» y «Argentina se expresa», entre otros. Muchas de estas y otras políticas tenían isologotipos propios asociados a su identidad visual. Incluso programas lanzados por única vez contaron con diseño de identidad visual, página web, dirección en las redes sociales, espacios para fotos y videos y exhibición de las notas conseguidas en la prensa, todo lo cual implica que el programa contaba con personal asignado al seguimiento y procesamiento de lo publicado.


  Esta variedad de signos identificatorios se reflejaba en la libertad con que cada ministerio presentaba la versión del escudo nacional y la velocidad con que se renovaban colores e imágenes. Estos cambios implicaban, a su vez, la reformulación de logotipos con poco tiempo de uso y la consecuente actualización total de las páginas web con el inicio de cada campaña. Eso significaba también renovar toda la papelería y arquitectura con los nuevos colores y logotipos, sin que pudiera conseguirse que estuviera unificada, dado que todo el tiempo convivían versiones diferentes de signos y eslóganes. Todo ello sin contar con el aumento de gasto que insume una renovación completa cada vez que cambiaba el funcionario o para acompañar una nueva política pública que modificaba la identidad del ministerio sin razón evidente.


  c. Patrocinio de eventos deportivos profesionales y de espectáculos artísticos populares


  El 2 de septiembre de 2009 el gobierno dio por cancelados los derechos de transmisión de los partidos de fútbol a un operador privado, ofreciéndole a la Asociación de Fútbol Argentino (AFA) el doble del dinero que recibía de la empresa privada para este fin. Ante esa propuesta, la AFA canceló su contrato de largo plazo luego de duras negociaciones (Vázquez & Cayón, 2014:10) y el gobierno nacional se convirtió en el administrador de esos derechos de transmisión, usando cada partido de fútbol profesional como vehículo de publicidad propia y exclusiva y dejando de lado así a las tradicionales marcas publicitarias asociadas al deporte. El programa, que le daba al Poder Ejecutivo exclusividad al patrocinio y el control de la transmisión, comenzó a figurar en el presupuesto nacional de 2013 con una partida superior a la asignada a prensa y difusión. Su producción y transmisión quedó a cargo de la misma productora que filmaba y transmitía en exclusiva las actividades oficiales. Gracias a la exclusividad, el Estado se convirtió en el único anunciante en todas las transmisiones del fútbol profesional (con excepción de la empresa automotriz Iveco).


  Al patrocinio deportivo se sumó el artístico, con numerosos eventos que incluían cantantes y artistas populares, cuya celebridad mediática servía a la comunicación de gobierno. Bailarines y actores eran contratados por diferentes ministerios para ofrecer sus espectáculos y para apoyar las políticas del gobierno (Stella y Montes de Oca, 2013). Además de diversos programas masivos, dentro de los objetivos especificados en el presupuesto 2014 aparecían los que habilitaban a usar parte de esa asignación a la comunicación. Dentro de los objetivos de la Secretaría de Cultura que citaba el Presupuesto Nacional de 2014 estaba la función de:


  Diseñar e implementar estrategias de comunicación vinculadas con los ejes centrales de la gestión, a partir de publicaciones gráficas y en Internet, gacetillas de prensa, gestión de notas periodísticas, conferencias de prensa, presentaciones y eventos, contemplando la difusión de la cultura argentina en el país y en el exterior.


  También estaba incluida la producción de «los contenidos requeridos por la ley de Servicios de Comunicación Audiovisual y proveer de programación acorde a los canales de Televisión Digital Abierta (TDA)». Estas resoluciones deben entenderse en su potencial de comunicación, dado que las actividades no eran elegidas con criterios estrictamente artísticos, sino por su potencial comunicativo. Eso explicaría por qué se priorizaron cantantes y actores masivos y exitosos por sobre artistas que estaban por fuera del mercado de las industrias culturales. Por otra parte, muchas de las producciones fueron abiertamente propagandísticas de actividades gubernamentales, sea porque se asociaban a la agenda oficial, porque incluían mensajes de apoyo o difundían los logotipos y eslóganes de campaña. En este contexto, la Secretaría de Cultura pasó de un presupuesto de U$S 19 millones en 2003 a una partida superior a los U$S 141 millones en 2014, año en que adquirió a rango de ministerio. Para poner en dimensión este presupuesto debe tenerse en cuenta que es el doble del asignado en idéntico período a la Secretaría de Inteligencia y cuatro veces el de la Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico, ambas dentro de la misma Secretaría General de la Presidencia de la Nación.


  d. Eventos monumentales para conmemorar efemérides y personalidades fuertemente ligadas al partido político del gobierno


  Desde la celebración del Bicentenario en 2010, el gobierno eligió exhibir los logros técnicos de los ministerios y de diferentes áreas económicas en ferias y exposiciones. Estos eventos, que se suponen excepcionales para alguna conmemoración particular, se convirtieron en muestras permanentes que oficiaban como recordatorios constantes del éxito del gobierno. Un ejemplo es el programa dedicado a la «Conmemoración del Bicentenario de la Revolución de Mayo» que se instrumentó en 2010 como una gran celebración en la ciudad de Buenos Aires. Los festejos duraron varios días, con la participación de artistas y la realización de actividades sociales dentro de las cuales se inauguró un predio para exposiciones que mostraran los logros del gobierno denominado Tecnópolis. La partida para esa celebración se convirtió en un programa que sostenía los espectáculos públicos y las muestras periódicas en el espacio inaugurado, al punto que en los años subsiguientes el presupuesto fue superior al del mismo año del Bicentenario.


  e. Una plataforma institucional de medios integrados


  Se desarrolló un sistema de medios estatales (gráficos, televisivos, radiales y de internet) al servicio de la comunicación presidencial, al que se sumó un sistema de financiamiento directo para medios privados y comunitarios, que se convirtieron en difusores directos de la comunicación de gobierno. Esta dependencia de la pauta publicitaria del Estado se puso en evidencia cuando, a poco de asumir la administración siguiente, que restringió esta erogación, varios medios privados que fueron los principales beneficiarios desde 2003 dejaron de funcionar o fueron transferidos.


  El gobierno fue un activo productor de televisión y de ficción cinematográfica a través de sus ministerios de Educación, de Cultura y de Planficación Federal, Inversión Pública y Servicios, a través de su señal de aire, Canal 7, y de sus canales de cable digitales (Encuentro, Paka Paka, TeleSur, IncaaTV). Desde 2004, la Secretaría de Comunicación Pública y una productora audiovisual privada producían las imágenes de cada actividad presidencial en forma exclusiva: ningún otro medio de comunicación estaba autorizado a grabar, filmar o incluso a estar presente en un evento oficial. El material producido por el equipo de filmación era transmitido por las redes y portales oficiales y por la agencia de noticias oficial, Telam. La sala de prensa de la Presidencia y el sistema informativo Argentina en Noticias trabajaban en directo con Telam, de modo de replicar estas noticias también en medios menores que no podían contar con una redacción. La ley de sistema audiovisual sancionada en 2009 obligaba a los medios a contar con servicios informativos, lo que contribuyó a que muchos directamente difundieran los videos y audios producidos desde Presidencia.


  Presidencia y ministerios hacían un uso profuso de páginas web y redes sociales, pero no con una perspectiva participativa, propia de la comunicación digital, sino con un flujo vertical descendente, propio del paradigma audiovisual del siglo pasado. Pese a contar con numerosos portales, páginas web, cuentas de Twitter y Facebook, blogs y canales de YouTube, el gobierno utilizaba todos estos recursos con una lógica multimedia, es decir, replicando el mismo mensaje en distintas pantallas.


  f. El uso de la «cadena nacional»


  Periódicamente la presidente Fernández hacía uso de la cadena nacional para mostrar inauguraciones oficiales, actividades protocolares o festivas. Se trata de una emisión obligatoria para todos los medios que integran la cadena nacional de radio y televisión argentina; se hace desde la casa de gobierno. La ley 26.522 establece que esa interrupción de la programación se justifica en situaciones de gravedad institucional. Sin embargo, se utilizaba especialmente en situaciones corrientes, con un estilo que recordaba más a un monólogo de stand up, en el que abundaba la autorreferencialidad, y la transmisión ponía el foco en el protagonismo del conductor y de la platea, que expresaban sus sensaciones y sentimientos. Esta personalización de la comunicación prescindía de la figura del vocero y de los espacios de preguntas de los periodistas. Estos no tenían autorización para acceder a los eventos, que eran transmitidos directamente por la productora oficial. Durante sus dos períodos de gobierno, Cristina Fernández dio más de mil discursos, de acuerdo a las transcripciones publicadas en la página de la Casa Rosada. Estas declaraciones en cadena y los eventuales tuits de la presidente eran la fuente principal de las citas que tomaban los medios para comentar las novedades, lo que mostraba la eficacia del mecanismo para marcar los ritmos de la agenda noticiosa.


  En líneas generales, esta estrategia de comunicación gubernamental ayudaba a transmitir los mensajes gubernamentales con distintos formatos y en diferentes ocasiones, permitiéndoles alcanzar diversos grupos de público. Esta diversidad hacía difícil sistematizar todas las acciones de comunicación y dificultaba el control que se podía hacer sobre el presupuesto que el gobierno destinaba a la difusión de los actos de gestión. En cualquier caso, no puede distinguirse la campaña de promoción de la imagen del líder y las campañas de comunicación de gobierno enfocadas en la información que necesitan los ciudadanos.


  Este sistema de comunicación centraba la comunicación en el emisor presidencial y los logros de su gestión, con más anuncios de posibles obras que información acerca de cómo el ciudadano podía acceder a ese servicio, más fotos del funcionario que espacios de consulta y respuesta a dudas, más columnas de opinión de los ministros que espacios dedicados a la rendición de cuentas.


  3. Estar en los medios, pero no con los medios


  La configuración de un sistema de medios bajo la órbita del Estado fue un proceso que se aceleró hacia 2006, cuando empieza a renovarse el sistema de Radio y Televisión Argentina, con Canal 7, la red de Radio Nacional y Televisión Digital Argentina, lanzada en 2009 (Amado, 2016:70). Las mejoras en la transmisión y en la producción de contenidos no lograron aumentar las históricamente exiguas audiencias de estos canales, por el sesgo a temáticas y personalidades afines al oficialismo. La modificación del marco legal del sector audiovisual habilitó en 2009 una reserva del tercio del espectro radioeléctrico para radios comunitarias, política pública que fue tomada como modelo para otros países como forma de dar voz a otros actores sociales. Sin embargo, la asignación de estas licencias y de los canales de la nueva televisión digital fue administrada discrecionalmente por el Estado, del que depende también el financiamiento de los medios no comerciales, como señales de radio y televisión de universidades estatales y municipios (Waisbord, 2013). La división entre público y privado se hace más difusa todavía en la producción de contenidos para las señales dependientes de los ministerios y sus múltiples canales digitales, ya que el Estado contrató productoras privadas, con actores y guionistas del sector comercial. Sin embargo, la administración de las señales no fue la única manera de manejar la influencia en los medios. Quizás lo más novedoso fue la centralización de la producción de la información oficial, que tuvo dos caras: por un lado, la multiplicación de las oficinas de prensa y los recursos a su disposición y, por otro, las restricciones de acceso a los periodistas y medios a los eventos gubernamentales y a la información pública. Esta política remite a las prácticas del gobierno de Juan Domingo Perón, a mediados del siglo pasado, que a su vez se inscribe en las clásicas prácticas populistas (Mercado, 2013; Sirvén, 2013; Zanatta, 2014).


  La estrategia de relación con la prensa llevaba implícita una perspectiva particular acerca de los medios masivos y su efecto en las audiencias. La premisa central del gobierno de Fernández era suponer que los ciudadanos formaban su opinión principalmente a través de los medios, por lo que intentaba cubrir la mayor cantidad de medios con noticias y avisos oficiales. Implícita parecía estar la idea de que la reputación es un cálculo de suma cero, por el cual un mensaje de información favorable compensaba otra desfavorable, de ahí la obsesión por compensar cualquier crítica o voz disidente con mensajes en contrario.


  Como correlato de esta premisa se entendía que la mejor perspectiva para las noticias era la oficial, por lo que se concentró la producción de novedades de gobierno en la Secretaría de Comunicación Pública. Solo la cámara autorizada podía seguir a la presidente en sus presentaciones y actos, sin que otro canal de televisión tuviera permitido acceder a los actos oficiales. Una vez que la presidente había hablado, los funcionarios de comunicación editaban el material y lo subían a la página web del gobierno, dando acceso a todos a las noticias previamente formateadas por ellos. La producción de información oficial desde los propios organismos se intensificó hacia 2011 con el lanzamiento de canales virtuales y espacios audiovisuales oficiales. Entre 2004 y 2014 el personal permanente en el ámbito de la Secretaría de Comunicación Pública creció veinte veces y los empleados contratados más de cien veces. El salto se dio entre 2011 y 2012, que fue justamente el período en el que se habilitaron nuevos canales de noticias institucionales.


  Esta profusión de mensajes fue simultánea a la clausura creciente de los espacios de acceso a la información pública. A los eventos oficiales no accedía la prensa en general, sino que eran transmitidos por las agencias de prensa y los medios institucionales a partir de la cobertura que en exclusividad realizaba la productora Prensa Satelital desde 2004. Esta productora prestó servicios a Presidencia y a los ministerios de Salud, de Justicia, de Educación y de Relaciones Exteriores, además de cubrir eventos públicos que fueron transmitidos por el canal estatal. Además de la cobertura informativa, la productora hacía spots publicitarios para esos organismos públicos. Desde 2009, la Asociación de Fútbol Argentino, concesionaria de los derechos de transmisión al Estado argentino, prohibió el acceso a los partidos de cualquier cámara que no fuera la de esta productora. El pliego de licitación pública que ganó la productora como única oferente en 2013 da idea de la magnitud del servicio del que fungió como productor exclusivo de las noticias presidenciales al resto del sistema, especialmente los medios estatales, con los que mantenía un canal directo de las novedades presidenciales. Para cubrir los eventos oficiales el pliego exigía a la productora que contara con más de diez técnicos con sus respectivos asistentes las veinticuatro horas, todos los días del año, en condiciones de brindar cobertura audiovisual dentro y fuera del país. Las cámaras de alta definición debían tener acceso a satélites de enlace de alcance global, acoplamiento a redes de fibra óptica y capacidad de transmisión en vivo y de generación de contenidos para la web y efectos de video. A esto se agregaban tres salas de postproducción, edición y transmisión con capacidad de operación simultánea, un estudio cerca de la casa de gobierno provisto de sistemas de luces, cámaras y audio, un sistema de transmisión a ser colocado en sedes gubernamentales y áreas internacionales (Waisbord & Amado, 2014: 260).


  El material informativo ofrecido en los portales no habilitaba canales de interacción directa, sino, apenas en algunos casos, formularios de envío de consultas. Tampoco se permitía que los voceros hicieran declaraciones a la prensa. En pos de contar con un discurso muy centralizado, se evitó cualquier tipo de interacción con la prensa, que se veía obligada a comentar los eventos de la agenda oficial con las imágenes y las declaraciones que se distribuían por los canales oficiales. En la Argentina, con algunas excepciones, desde 2003 no hubo conferencias de prensa. Incluso en caso de crisis institucionales severas Cristina Fernández no aceptó las preguntas de la prensa ni hizo declaraciones sobre eventos trágicos, como el choque de un tren en la estación Once, de Buenos Aires, que dejó un saldo de cincuenta y dos muertos y más de setecientos heridos (22/02/2011). En dos ocasiones en que la presidente se hizo presente en el lugar de los hechos, como fue en las inundaciones en febrero de 2009 en Tartagal, en el norte del país, y en abril de 2013 en la ciudad de La Plata, que afectó al barrio donde vive la madre de la presidente, tampoco dialogó con la prensa acerca de la situación.


  Cristina Fernández no admitió ninguna conferencia ni debate público como candidata en las dos oportunidades en las que se postuló. La primera que aceptó fue en agosto de 2008 y recién dio una segunda en febrero de 2010, en la que acusó a un periodista de falta de profesionalismo a raíz de su intervención. La tercera la dio en agosto de 2011 y solo permitió cinco preguntas. En su repositorio de videos hay muchos titulados como «Cristina Fernández brindó declaraciones a la prensa», que son breves manifestaciones a periodistas que la interceptan a la salida de algún acto, en los que no hay una interacción ordenada ni igualdad de trato en las preguntas. Los funcionarios solo aceptaban conferencias de prensa en el extranjero, con visitantes del exterior o imponiendo restricciones de acceso o imposibilidad de hacer preguntas, lo cual convierte ese espacio en un lugar donde se intensifica la tensión entre gobierno y periodismo.


  Esta estrategia de prensa es repetida desde el plan publicitario, que manejó una pauta millonaria con asignación discrecional de fondos, utilizada para premiar a los medios afines y castigar a los críticos. En la lista de beneficiarios de publicidad oficial entre 2009 y 2013 conviven medios importantes, periodistas conocidos y no tanto, asociaciones civiles, consultores, agencias de publicidad y productoras. La distribución es muy dispar y está concentrada en unos pocos proveedores, y el recorrido por el listado, provisto por la propia Jefatura de Gabinete, confirma que está muy lejos de la pluralidad y diversidad de medios. En esos cinco años, de 1.882 proveedores publicitarios, los primeros cien cobraron más de cuatrocientos mil dólares y los cinco primeros más de dieciséis millones de dólares. Entre los millonarios de la pauta hay medios consolidados, medios nacidos al favor de esta pauta oficial, periodistas populares e ignotos y organismos de derechos humanos, entre una lista interminable de nombres que no pueden identificarse fehacientemente. Esta desigual distribución no solo impacta en la economía de los medios, sino que otorga al partido en gobierno una ventaja por sobre el resto de los actores políticos.


  La decisión de evitar la intermediación de la prensa se apoyaba desde el discurso oficial en una estrategia de comunicación que tipificaban como directa con la ciudadanía. La cadena nacional, o la producción de novedades de prensa directamente por la oficina presidencial, permitiría que el gobierno se comunicara directamente con los ciudadanos, evitando los sesgos de aquellos que no comprendían la política de gobierno. Sin embargo, no alcanza la exhibición de actos de gobierno para dar transparencia a la gestión, ni mantener canales de veinticuatro horas transmitiéndolos para sostener que hay comunicación ciudadana si estos no tienen posibilidad de formular preguntas o solicitar alguna información que no está en los reservorios oficiales (Amado, 2016:74). La diferencia entre una cadena nacional y una conferencia de prensa está dada en que el temario de la primera no puede modificarse ni profundizarse con otras perspectivas más que la oficial.


  4. Todo es logo


  La fuerte influencia de la publicidad y el marketing en la estrategia de gobierno se aprecia en el uso extendido e intensivo de logotipos, nombres especiales para programas, resoluciones y leyes y lanzamientos para cada uno de ellos, orquestados desde planes de relaciones públicas coordinadas. Cada medida relevante se preparaba para ser presentada por la presidente, generalmente a través de la cadena nacional, lo que garantizaba su profusa inclusión en la agenda noticiosa. El lanzamiento era luego apoyado con una intensa campaña de publicidad en los medios masivos, especialmente en los canales de uso exclusivo gubernamental, como los espacios publicitarios en la transmisión de los campeonatos de fútbol. En este caso se aprovechaba la extensión del entretiempo para mostrar versiones extendidas de los avisos publicitarios, que luego se replicaban en las páginas web oficiales y los canales de las redes. La articulación y multiplicación de campañas y mensajes acerca este estilo de comunicación a la propaganda clásica (Domenach, 1986; García Beaudoux et al., 2011), más que a un sistema de comunicación integrado, que potencie los canales a la vez que coordina la comunicación con foco en los destinatarios.


  Un ejemplo elocuente de esta modalidad fue la Ley 26.522, con la que se modificó la regulación de la propiedad de los medios audiovisuales. La ley se sancionó en 2009, pero su comunicación se fue intensificando en los años siguientes, con una importante campaña para apoyar la legitimidad de la ley con artistas populares que participan en festivales gratuitos y en los actos oficiales. Por ejemplo, previo a la resolución judicial de la ley organizaron el festival «Todas las voces», con artistas populares que se presentaron en varias ciudades a lo largo del país. Buena parte de la pauta publicitaria en los partidos de fútbol se dedicó a ponderar la ley y a argumentar en contra del Grupo Clarín, el medio que mantuvo una disputa judicial en contra de la ley. En todos los casos, la comunicación oficial presentaba la ley como garante de valores como diversidad, pluralidad, desarrollo, democracia y trabajo, como mensajes a asociar al gobierno que la impulsó. Las piezas repetían «Más democracia, eso es la ley de medios» o «Con Cristina, plena libertad de expresión. Todos adentro de la ley», siempre con la firma de Presidencia de la Nación. Aunque no puede negarse que la ordenación de las licencias audiovisuales fortalecía los derechos de comunicación, lo cierto es que de los ciento sesenta y seis artículos de la norma solo unos pocos eran los que necesitaba conocer el ciudadano común; el resto eran precisiones técnicas de las obligaciones de los licenciatarios y operadores de los medios, o de quienes quieran serlo. Usar la norma como un eje central de la comunicación no solamente otorgaba protagonismo a la Presidencia, sino que expandía los presupuestos disponibles para su comunicación, en este caso, la autoridad de aplicación.


  El gobierno nacional no desarrolló un sistema de identidad visual integrado, sino que multiplicó signos identificatorios por cada organismo, por cada uno de los programas y medidas y por cada campaña que buscaba un relanzamiento del funcionario. El desarrollo de cada isologotipo no involucraba únicamente el diseño, sino su aplicación a papelería, señalética, arquitectura, vestimenta y soportes publicitarios, que implicaba aspectos gráficos y cromáticos. Cada ministerio usó aleatoriamente el escudo nacional y el color de la bandera, que marcaban el sistema de identidad de base, reemplazada en la mayoría de los casos por los tonos de celeste y amarillo más chirriantes identificados con el partido oficial, el Frente para la Victoria. Incluso la Presidencia cambió con injustificada frecuencia la gráfica de sus sitios web. Los cambios de identidad eran de rigor con el cambio de gestión.


  Cada ministerio presentaba variaciones de su nombre en una misma publicación o en las secciones de la página web, con adición de íconos y símbolos que variaban según la ocasión y el tema que estaba presentando. A su vez, cada programa se lanzaba con un nombre y una identidad visual propia, sin que hubiera una articulación horizontal entre departamentos. A ello se suma la ausencia de una articulación estratégica con la identidad institucional de respaldo (Chaves & Belluccia, 2003:75). La estructura más recurrente de las páginas web consistía en una página de ingreso con noticias del funcionario, que protagonizaba con su imagen todas las noticias, con profusión de signos y colores y múltiples botones de acceso a programas específicos. Hacia el fin del mandato, en un portal como la Guía de Trámites del Gobierno Nacional, se observaba una identidad propia para cada uno de los setenta y dos servicios, de los cuales solo diecisiete reparticiones usaban el logotipo oficial del escudo, aunque con variantes en formatos y colores. En la página Argentina Conectada se presentaban ciento treinta y cinco políticas públicas de distinta envergadura, noventa y seis de las cuales usaban identidad visual propia. En ningún caso hay una correlación entre la importancia de la repartición o política pública y la asignación de un programa de identidad visual propio.
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